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Providencia:


Sentencia  – 21 de junio de 2017 –  Improcedente

Proceso: 



Tutela – 

Radicación Nro. :
  

66001-22-13-000-2017-00557-00
Accionante:


Luz Stella Ciro Eusse.

Accionado:


Ministerio de Salud y Protección Social,  a la que fueron vinculados el Consorcio SAYP 2011, integrado por FIDUPREVISORA S.A. y FIDUCOLDEX S.A., en su calidad de administrador de los recursos del FOSYGA ;  la Coordinadora Grupo de Cobro Persuasivo y Coactivo, Subdirección de Asuntos Jurídicos de los Fondos y Cuentas de Minsalud; la Subdirectora Técnica de la Dirección  de Administración de Fondos de la Protección Social de esa misma Cartera; Saúl Isaza Triana y Jerson Freddy Rúa Martínez.

Magistrado Sustanciador:  

Jaime Alberto Saraza Naranjo

Temas: 



TUTELA – COBRO ADMINISTRATIVO – TRASPASO MOTOCICLETA – PETICIÓN – RESPUESTA - SUBSIDIARIEDAD - IMPROCEDENTE - “Narra, en resumen, que el día 6 de agosto de 2012 vendió la motocicleta de placas OPN90B al señor Raúl Isaza Triana; en dicha negociación se estipuló que este se haría cargo de realizar el traspaso de rigor, pero no actuó en ese sentido; hasta el día 7 de marzo del presente año, no tenía conocimiento del paradero de dicho automotor, pues, luego de la venta se desentendió del asunto; con sorpresa y en dicha calenda recibió un oficio por parte del Ministerio de Salud y Protección Social en el que se le notifica por aviso la Resolución No. 16744 del 01 de diciembre de 2016, por medio de la cual se ordena el cobro coactivo de las reclamaciones reconocidas y pagadas por el Fondo de Solidaridad y Garantía FOSYGA; que en dicho documento se hace referencia a un accidente ocurrido el 01 de noviembre de 2014 en el que estuvo involucrada la moto y resultó lesionada una persona; que en todo ese actuar presenta irregularidades, tales como la de notificación por aviso, sin intentarse la personal, con el fin de acceder a los mecanismos de defensa y contradicción de forma oportuna, pues los hechos ocurrieron en el año 2014 y solo hasta ahora tiene conocimiento de los mismos.

(…)

En este caso, halla la Sala que en relación con cada uno de los pedimentos que elevó la demandante a la entidad accionada  (f. 7, 8 y 10), hubo contestación y desenlace del recurso interpuesto (f. 15 a17 y 19 a 21). En efecto, frente a las explicaciones que presentó respecto del traspaso de la motocicleta, la funcionaria competente, con apoyo en normas civiles y de tránsito pertinentes, le hizo ver con suficiencia las razones que conllevan a que sea ella la conminada al pago y qué se requiere para ser exonerada del cobro de la obligación; además, se le dio a conocer del contenido de la respuesta (f. 18). 

Luego, frente al recurso de reposición interpuesto contra la Resolución No. 16744 del 01 de diciembre de 2016, contentiva de la orden de cobro de reclamaciones reconocidas y pagadas al FOSYGA, también con soporte legal, con la Resolución No.00279 dl 7 de abril de 2017, se negó la reposición y le fue reiterado quién es el responsable en eventos como el presente, de lo que también tuvo pleno conocimiento, como se expresa en la demanda de tutela misma.

Esto significa, que antes de la promoción de esta acción, ya la demandante conocía las respuestas a los pedimentos elevados y estas satisfacen los requisitos señalados, lo que permite concluir que ningún quebranto pudo darse de su derecho de petición. 

Ahora, si lo que se busca es refutar el trámite y los resultados obtenidos mediante los actos administrativos de los que se duele, se recuerda que en esta clase de acción, no por ser un mecanismo breve y sumario, puede pasarse inadvertido que está revestida de unas características especiales, entre ellas, la de la subsidiariedad, que se erige en causal de improcedencia cuando el afectado cuenta con otros mecanismos de defensa, porque así lo prevé el numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991.

Eso es lo que ocurre en este caso, pues en los argumentos en que se apoya la solicitante para deprecar el amparo, relacionados con la supuesta irregularidad administrativa en la que incurre la parte accionada, al obligarla a un pago del que, dice, no debe ser sujeto, deja de lado que tiene expedito el camino judicial ordinario con el ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho pertinente ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, como medio especial, idóneo, amplio y revestido de toda clase de garantías, para remediar lo que considera que es una posición equivocada de la parte demandada.
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Acta Nro. 334 de junio 27 de 2017
  



Decide la Sala la acción de tutela interpuesta por Luz Stella Ciro Eusse contra el Ministerio de Salud y Protección Social,  a la que fueron vinculados el Consorcio SAYP 2011, integrado por FIDUPREVISORA S.A. y FIDUCOLDEX S.A., en su calidad de administrador de los recursos del FOSYGA
;  la Coordinadora Grupo de Cobro Persuasivo y Coactivo, Subdirección de Asuntos Jurídicos de los Fondos y Cuentas de Minsalud; la Subdirectora Técnica de la Dirección  de Administración de Fondos de la Protección Social de esa misma Cartera; Saúl Isaza Triana y Jerson Freddy Rúa Martínez.

ANTECEDENTES
   



En su propio nombre, Luz Stella Ciro Eusse, instauró acción de tutela contra el Ministerio de Salud y Protección Social, con el fin de que se le protejan sus derechos fundamentales “al debido proceso, mínimo vital, derecho de petición”.
   



Narra, en resumen, que el día 6 de agosto de 2012 vendió la motocicleta de placas OPN90B al señor Raúl Isaza Triana; en dicha negociación se estipuló que este se haría cargo de realizar el traspaso de rigor, pero no actuó en ese sentido; hasta el día 7 de marzo del presente año, no tenía conocimiento del paradero de dicho automotor, pues, luego de la venta se desentendió del asunto; con sorpresa y en dicha calenda recibió un oficio por parte del Ministerio de Salud y Protección Social en el que se le notifica por aviso la Resolución No. 16744 del 01 de diciembre de 2016, por medio de la cual se ordena el cobro coactivo de las reclamaciones reconocidas y pagadas por el Fondo de Solidaridad y Garantía FOSYGA; que en dicho documento se hace referencia a un accidente ocurrido el 01 de noviembre de 2014 en el que estuvo involucrada la moto y resultó lesionada una persona; que en todo ese actuar presenta irregularidades, tales como la de notificación por aviso, sin intentarse la personal, con el fin de acceder a los mecanismos de defensa y contradicción de forma oportuna, pues los hechos ocurrieron en el año 2014 y solo hasta ahora tiene conocimiento de los mismos. 

Señala que la situación es injusta, pues, desde el año 2012 no es propietaria del mencionado vehículo y ha identificado plenamente a su propietario; interpuso recurso contra dicho acto administrativo, sin resultado favorable, por ser para el Estado quien figura como propietaria de dicho rodante; que esa decisión se torna inconstitucional y vulnera su derecho de petición, porque no corresponde a una respuesta de fondo, ya que ese argumento, esbozado para llevar adelante el cobro, no trasciende hacia la complejidad de su situación, toda vez que es una persona de escasos recursos económicos y la deuda supera los $8’000.000,oo, lo que atenta contra su mínimo vital, máxime que es una persona de la tercera edad y madre cabeza de familia.

Pide, en consecuencia, la protección de los derechos invocados y que se le ordene a la entidad accionada responder de fondo las solicitudes de exoneración, revocar o modificar la resolución y exonerarla del pago, para dirigirla frente a la persona a quien le vendió la motocicleta o al conductor al momento de la ocurrencia del siniestro.
  



Con la demanda aportó copias de los documentos de que dio cuenta (f. 7 a 21). 
  



Mediante auto del 9 de junio, se le dio impulso a la demanda con la vinculación del Consorcio SAYP 2011, integrado por FIDUPREVISORA S.A. y FIDUCOLDEX S.A., en su calidad de administrador de los recursos del FOSYGA;  la Coordinadora Grupo de Cobro Persuasivo y Coactivo, Subdirección de Asuntos Jurídicos de los Fondos y Cuentas de Minsalud;  Subdirectora Técnica de la Dirección  de Administración de Fondos de la Protección Social de esa misma Cartera; Saúl Isaza Triana y Jerson Freddy Rúa Martínez, y se corrió traslado por el término de 2 días para que asumieran su defensa. 
El director jurídico del Ministerio de Salud y Protección Social indicó, en síntesis, que la accionante ha tenido conocimiento de las obligaciones adeudadas al FOSYGA, al punto que ha ejercido su derecho de contradicción mediante el recurso del caso, el cual le fue resuelto y notificado; asimismo se registra respuesta enviada el 5 de abril de 2017, con lo que no se evidencia vulneración alguna a su derecho de petición; explicó el porqué de la notificación por aviso; precisó las situaciones legales por las cuales es la llamada a efectuar el pago respectivo. 
CONSIDERACIONES

Desde 1991, con la entrada en vigencia de la Constitución Política, el constituyente incluyó en el derecho positivo nacional la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario destinado a la protección de los derechos fundamentales de las personas, por parte de los jueces, cuando quiera que ellos se hallen amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en ciertos eventos. 

En uso de tal prerrogativa, Luz Stella Ciro Eusse, hace valer los derechos fundamentales de petición, debido proceso y mínimo vital, que estima lesionados por el Ministerio de Salud y Protección Social, que no responde de fondo las solicitudes de exoneración de pago al que se ha visto conminada, y debe revocar o modificar la resolución que contiene la orden ejecutiva, pues el responsable es aquel a quien le vendió el automotor que causó el siniestro origen de dicho cobro o el conductor al momento de ocurrencia del hecho.

Para comenzar por el derecho de petición se tiene que su núcleo principal consiste en que las autoridades, o algunos particulares, respondan en tiempo y de manera concreta y exacta sobre lo que se les reclama; positiva o negativamente, pero en forma clara y completa, si bien no es posible por este medio imponer el sentido de la decisión que la autoridad deba adoptar; y, adicional a ello, que cumplan con el deber de enterar al solicitante de la respuesta que se le brinda, pues, de lo contrario ningún efecto produciría.

  



Sobre el particular ha sido reiterativa la Corte  Constitucional; en un pronunciamiento reciente
 recordó, sobre el derecho de petición, que:
…su núcleo esencial reside en una resolución pronta y oportuna de la cuestión que se pide, una  respuesta de fondo y su notificación, lo anterior no necesariamente implica una respuesta afirmativa a la solicitud. Así pues, se entiende que este derecho está protegido y garantizado cuando se obtiene una contestación oportuna, de fondo, clara, precisa, congruente y la misma es puesta en conocimiento del peticionario. El incumplimiento de cualquiera de estas características envuelve su vulneración por parte de la autoridad o del particular. 

En este caso, halla la Sala que en relación con cada uno de los pedimentos que elevó la demandante a la entidad accionada  (f. 7, 8 y 10), hubo contestación y desenlace del recurso interpuesto (f. 15 a17 y 19 a 21). En efecto, frente a las explicaciones que presentó respecto del traspaso de la motocicleta, la funcionaria competente, con apoyo en normas civiles y de tránsito pertinentes, le hizo ver con suficiencia las razones que conllevan a que sea ella la conminada al pago y qué se requiere para ser exonerada del cobro de la obligación; además, se le dio a conocer del contenido de la respuesta (f. 18). 
Luego, frente al recurso de reposición interpuesto contra la Resolución No. 16744 del 01 de diciembre de 2016, contentiva de la orden de cobro de reclamaciones reconocidas y pagadas al FOSYGA, también con soporte legal, con la Resolución No.00279 dl 7 de abril de 2017, se negó la reposición y le fue reiterado quién es el responsable en eventos como el presente, de lo que también tuvo pleno conocimiento, como se expresa en la demanda de tutela misma.

Esto significa, que antes de la promoción de esta acción, ya la demandante conocía las respuestas a los pedimentos elevados y estas satisfacen los requisitos señalados, lo que permite concluir que ningún quebranto pudo darse de su derecho de petición. 
Ahora, si lo que se busca es refutar el trámite y los resultados obtenidos mediante los actos administrativos de los que se duele, se recuerda que en esta clase de acción, no por ser un mecanismo breve y sumario, puede pasarse inadvertido que está revestida de unas características especiales, entre ellas, la de la subsidiariedad, que se erige en causal de improcedencia cuando el afectado cuenta con otros mecanismos de defensa, porque así lo prevé el numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991.
  



Eso es lo que ocurre en este caso, pues en los argumentos en que se apoya la solicitante para deprecar el amparo, relacionados con la supuesta irregularidad administrativa en la que incurre la parte accionada, al obligarla a un pago del que, dice, no debe ser sujeto, deja de lado que tiene expedito el camino judicial ordinario con el ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho pertinente ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, como medio especial, idóneo, amplio y revestido de toda clase de garantías, para remediar lo que considera que es una posición equivocada de la parte demandada.
  



Reservada esta clase de debates al juez natural, por la connotación propia que un asunto de esta estirpe implica, le está vedado al constitucional incursionar en órbitas ajenas a la esencia misma de la acción de tutela.  Sobre el particular, ha señalado la Corte Constitucional de tiempo atrás, por ejemplo en la T-634 de 2006: 

  


La Acción de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, es el instrumento jurídico específico que  puede utilizar  el actor para solicitar de la Jurisdicción Contencioso Administrativo la declaratoria de nulidad  del acto administrativo; esto es, para plantear su pretensión orientada a la pérdida de su eficacia jurídica por la ocurrencia de un vicio que afecta su validez (ilegalidad, incompetencia, forma irregular, etc..) y que, en consecuencia, se le restablezca en su derecho o se le  repare el daño
.
Además, también cuenta con las herramientas procesales del caso, para rebatir lo pertinente dentro de la actuación de cobro que se inicia en su contra. Lo anterior deja ver que su acción se torna improcedente. 

  



Ahora bien, aceptando que en determinados casos, aun cuando existan medios de defensa judicial, se pueda causar al afectado un perjuicio irremediable, es lo cierto que de los hechos narrados por la peticionaria no surge una situación con la connotación de inminente o grave, que requiera ser neutralizada con medidas de carácter urgente e impostergable. 

  



Tanto menos cuando la accionante ha tenido conocimiento de los actos administrativos dictados en su contra y ha contado con el pleno ejercicio del derecho de contradicción; además, no existe evidencia alguna de que su mínimo vital se resienta con la expedición de la resolución que ordena un cobro por siniestro ocasionado con automotor que figura a nombre de la obligada.
 



En conclusión, se declarará improcedente el amparo pedido, respecto al Coordinador Grupo de Cobro Persuasivo y Coactivo de la Subdirección de Asuntos Jurídicos de los Fondos y Cuentas, y de la Subdirectora Técnica de la Dirección de Administración de Fondos de la Protección Social del Ministerio accionado, en cuanto fueron los funcionarios encargados del trámite seguido frente a la demandante, y se negará respecto de los demás involucrados en el asunto, por no hallar de su parte trasgresión alguna frente a los derechos de la parte actora.
DECISIÓN

  



En mérito de lo expuesto la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley declara IMPROCEDENTE la protección invocada por Luz Stella Ciro Eusse contra la Coordinadora Grupo de Cobro Persuasivo y Coactivo de la Subdirección de Asuntos Jurídicos de los Fondos y Cuentas, y de la Subdirectora Técnica de la Dirección de Administración de Fondos de la Protección Social del Ministerio de Salud y Protección Social.
Se absuelve a los demás intervinientes.



 
Notifíquese a las partes por el medio más expedito la decisión aquí tomada.

Si no es impugnada, oportunamente remítase la actuación a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Una vez regrese, archívese.
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                         DUBERNEY GRISALES HERRERA   

  






         En uso de compensación
� http://www.fosyga.gov.co/


� Sentencia C-007 de 2017


� Sentencia T-343 de 2001 M.P. Rodrigo Escobar Gil





